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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la entidad accionada dentro del presente asunto, la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, contra el fallo proferido el 20 de mayo de 2016, mediante el cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante local tuteló el derecho fundamental de petición invocado por el señor JOSÉ OCTAVIO GÓMEZ CALDERÓN.  
ANTECEDENTES:

Relata el libelista que el 7 de marzo de este año presentó derecho de petición ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda en su condición de rector de la institución educativa Agrícola de Marsella-Risaralda, solicitando se le brindara una información respecto a las razones por las cuáles se le dejó de pagar una bonificación salarial que hasta el mes de enero había estado recibiendo y que a partir de febrero dejó de percibir. 
Afirma el actor que a la fecha y a pesar de que ya se superó el término legalmente establecido, no ha recibido respuesta alguna a lo pedido. 

Así las cosas, solicita que se le ordene a la accionada proceder a dar una respuesta de fondo a su petición. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado avocó el conocimiento de la actuación el día 5 de mayo de 2016, ordenando la notificación a la accionada en la forma indicada en la ley. Posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada mediante sentencia del 20 de ese mismo mes y año, decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor José Octavio por considerar que la respuesta que le diera la entidad accionada no satisfacía los presupuestos de ser coherente y de fondo respecto de lo pedido; en consecuencia, le ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esa decisión, procediera a darle una respuesta de clara, precisa y de fondo a la petición que le hiciera el actor el 7 de marzo de 2016. 
IMPUGNACIÓN

Una vez conoció la decisión de instancia la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, hizo llegar vía correo electrónico, escrito de impugnación en donde reafirmó lo que ya había dicho en la respuesta a la tutela, señalando que no comprendía el por qué el A-quo no había tenido en cuenta eso, si allí se demostraba que al señor José Octavio se le había dado respuesta a su derecho de petición desde el 16 de marzo de 2016, y que a pesar de que la misma se le envió a la institución educativa donde él labora y al parecer no le fue entregada, se le reenvió vía email a raíz de la tutela, por tanto es evidente que ya está enterado de las razones por las cuáles esa secretaría dejó de pagarle la bonificación salarial que venía percibiendo. Por tanto solicitó la revocatoria del fallo de primera instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar sí la entidad accionada vulnera en forma alguna los derechos fundamentales invocados, de tal manera que se deba confirmar el fallo de instancia o si por el contrario tal situación no existe y por ende se debe revocar la orden dada por cuanto la encartada ya dio respuesta al actor. 
Revisado el expediente se puede observar dentro del mismo que efectivamente la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda procedió el 16 de marzo de este año a resolver la petición del accionante explicándole los motivos por los cuáles se le había retirado la bonificación de la doble jornada; respuesta que le fuera apenas entregada el 11 de mayo de 2016 vía email. 
De acuerdo a lo anterior, y teniendo en cuenta lo dicho por el A-quo en la parte considerativa de su fallo, la Corporación procedió a revisar la respuesta que la entidad le diera al peticionario, encontrando que en la misma se le indica al actor las razones por las qué se le retiro la bonificación salarial que él echa de menos; igualmente se le indicó la base legal para ello. En ese orden, evidencia la Sala que el fin perseguido por el libelista era obtener esa respuesta por tanto es claro que tal pretensión se ve satisfecha, y si bien allí no se le dan a conocer los motivos por los cuáles en el mes de enero le pagaron esa asignación y en el mes de febrero se la descontaron, es menester decir que ello no fue objeto de reclamó por parte del señor José Octavio en su solicitud inicial (fls. 1 y 2), razón por la que la encartada no debía brindarle explicaciones al respecto.

 Así las cosas, es viable indicar, contrario a lo dicho por el A-quo en su decisión, que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, lo cual indica la impugnante tiene razón y en el presente asunto se hace evidente la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada el 18 de marzo de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado local, y en su lugar DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente tutela interpuesta por el señor JOSÉ OCTAVIO GÓMEZ CALDERÓN, en contra de LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE RISARALDA, por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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